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El análisis de riesgos al elaborar el Plan 
Anual de Control Financiero de acuerdo 
con el Real Decreto 424/2017 de 28 de abril

Ángel Luis Martínez Fuentes
Socio de Sector Público de EY

El Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el 
que se regula el régimen jurídico del control interno 
en las entidades del Sector Público Local requiere 
un análisis de riesgos para elaborar el Plan Anual de 
Control Financiero. Así, la función de control finan-
ciero se ejercerá con mayor eficiencia.

The Real Decreto 424/2017, April 28, which regu-
lates the legal regime of internal control in the enti-
ties of the Local Public Sector requires risk analysis to 
prepare the Annual Financial Control Plan. Thus, the 
function of financial control is exercised with greater 
efficiency.

DIFERENTES RIESGOS, FACTORES MITIGANTES, PREVIO AL CONTROL, PRIORIZACIONES, 
EFICIENCIA DEL CONTROL
DIFFERENT RISKS, MITIGATING FACTORS, PRIOR TO AUDIT, PRIORITISATIONS, EFFI-
CIENCY OF THE AUDIT
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La revista AUDITORÍA PÚBLICA, con el fin de estimular la realización de trabajos 
sobre temas relacionados con la fiscalización de los fondos públicos, convoca el 
XXI Premio Auditoría Pública al que podrán optar todas las personas o grupos 
que envíen sus artículos para su publicación.

ASPIRANTES

Podrán optar a este premio personas individuales o grupos que envíen sus trabajos para su publicación. 

Los artículos que publiquen en la revista los presidentes o consejeros de los órganos de control externo 
no podrán participar en la convocatoria. Tampoco serán tenidos en cuenta los trabajos de quienes hayan 
sido miembros del Consejo Editorial o del Consejo de Redacción de la revista Auditoría Pública en los 
dos últimos años anteriores al de la convocatoria del premio.

Las personas que deseen optar al premio deberán enviar los artículos a la sede de la Cámara de Cuentas 
de Andalucía, Hospital de las Cinco Llagas, calle Don Fadrique, s/n, 41009 Sevilla. En caso de enviarlos 
por correo electrónico deberán hacerlo a la siguiente dirección: carlos.castello@ccuentas.es

Optarán al premio los artículos publicados en los dos números que anualmente se publican de la revista.

CONTENIDOS DE LOS ARTÍCULOS

Los artículos deberán cumplir las normas básicas para la preparación de originales publicadas en la revis-
ta Auditoría Pública. Deberán ser inéditos y versarán sobre cualquier tema relacionado con la auditoría 
del sector público: contabilidad, auditoría de gestión, legalidad, herramientas de auditoría, ...

La extensión de los artículos no deberá sobrepasar los 30.000 caracteres.

PREMIOS

El premio AUDITORÍA PÚBLICA tiene una dotación económica bruta global de 4.000 euros y un posible 
accesit de 2.000 euros.

Cualquiera de los premios podrá ser declarado desierto.

JURADO

Los trabajos presentados serán examinados y valorados por los miembros del Consejo Editorial de la 
revista AUDITORÍA PÚBLICA.

FALLO

El XXI Premio Auditoría Pública se fallará y hará público antes del 28 de febrero de 2019.

CONDICIONES

La participación en la convocatoria supone la aceptación íntegra de sus bases y de las decisiones del 
jurado, que está capacitado para solventar cuantas dudas y reclamaciones se presenten. 

La revista AUDITORÍA PÚBLICA se reserva el derecho a publicar todos los artículos presentados al 
premio.



I. LA CONSIDERACIÓN DEL RIESGO EN EL REAL 
DECRETO

Es un acierto que el Real Decreto 424/2017, de 28 de 
abril, por el que se regula el régimen jurídico del control 
interno en las entidades del Sector Público Local, deter-
mine que el Plan Anual de Control Financiero incluirá 
todas aquellas actuaciones cuya realización por el órga-
no interventor derive de una obligación legal y las que 
anualmente se seleccionen sobre la base de un análisis 
de riesgos consistente con los objetivos que se preten-
dan conseguir, las prioridades establecidas para cada 
ejercicio y los medios disponibles.

Partiendo de que la Intervención General de la en-
tidad local dispone de recursos limitados (aunque es-
tos deben ser suficientes para realizar sus funciones de 
control), debe asignar los mismos de forma eficiente a 
la realización de actuaciones de control enfocadas en 
aquellos aspectos, áreas y entidades donde se hayan de-
tectado riesgos.

1. El concepto de riesgo
Pero, ¿qué es el riesgo? El Real Decreto lo define de la 

siguiente forma (artículo 31.2):
“El concepto de riesgo debe ser entendido como la 

posibilidad de que se produzcan hechos o circuns-
tancias en la gestión sometida a control susceptibles 
de generar incumplimientos de la normativa apli-
cable, falta de fiabilidad de la información finan-
ciera, inadecuada protección de los activos o falta 
de eficacia y eficiencia en la gestión”.
Existe riesgo donde hay más probabilidad de que 

pueden producirse errores, deficiencias o irregularida-
des significativos. Debe prestarse atención a la palabra 
posibilidad, es decir, la existencia de riesgo implica ma-
yor probabilidad, pero no la necesidad de que efectiva-
mente se produzcan esas posibles deficiencias.

2. ¿Cómo actuar?
Para realizar el análisis de riesgos que exige el RD 

424/2017 deben seguirse los siguientes pasos:
1. Establecer el ámbito subjetivo de las entidades 

y actuaciones sujetas a control financiero.
2. Obtener información previa sobre cada una de 

ellas.
3. Realizar un análisis de la información y eva-

luar los posibles riesgos de las mismas.
4. Conclusión del análisis: en función de los 

riesgos detectados establecer prioridades para 
realizar controles sobre aquellas áreas, activi-
dades o entidades para las que se han detec-
tado los riesgos más significativos, respetando 

que existen actuaciones de control obligatorias 
anualmente.

II. ÁMBITO DEL CONTROL FINANCIERO

En primer lugar deberá disponerse de la relación de 
todas las entidades o actuaciones sometidas a control fi-
nanciero de acuerdo con el Real Decreto.

Según cl artículo 3 del RD 424/2017 están sujetas a 
control financiero:

a) La propia Entidad Local.
b) Los organismos autónomos locales.
c) Las entidades públicas empresariales locales.
d) Las sociedades mercantiles dependientes de la En-

tidad Local.
e) Las fundaciones del sector público dependientes de 

la Entidad Local.
f) Los fondos carentes de personalidad jurídica cuya 

dotación se efectúe mayoritariamente desde los 
Presupuestos Generales de la Entidad Local.

g) Los consorcios dotados de personalidad jurídica 
propia adscritos a la Entidad Local de conformidad 
con la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen 
Jurídico del Sector Público.

h) Las entidades con o sin personalidad jurídica dis-
tintas a las mencionadas en los apartados anterio-
res con participación total o mayoritaria de la En-
tidad Local.

En la elaboración de esa relación deberá tenerse en 
consideración aspectos como:

•	 El RD 424/2017 no define el presupuesto 
consolidado, y dado que el artículo 209.1 del 
trLRHL1 establece que solo forman parte de 
la cuenta general local las cuentas de las so-
ciedades mercantiles de capital íntegramente 
propiedad de la misma, cabe la duda de si para 
determinar el presupuesto consolidado deben 
sumarse las sociedades mercantiles depen-
dientes en las que la entidad local no posee la 
totalidad del capital social. Cabe deducir que 
sí deben formar parte de la consolidación, 
dado que el RD 424/2017 establece con clari-
dad que dichas sociedades están sujetas a con-
trol financiero, por lo que si no se considera-
ran se daría una cierta incoherencia. Apoyan 
esta interpretación los criterios establecidos 
en la Orden HAP/1489/2013, de 18 de julio, 
por la que se aprueban las normas para la for-
mulación de cuentas anuales consolidadas en 
el ámbito del sector público, que incluyen to-
das las entidades dependientes (aquellas sobre 
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1 Texto refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo.



las que la entidad dominante ostenta el con-
trol), y también la sustenta la definición de las 
entidades que forman parte del inventario de 
entes del sector público local de acuerdo con 
el artículo 2 del Real Decreto 1463/2007, de 2 
de noviembre, por el que se aprueba el Regla-
mento de desarrollo de la Ley 18/2001, de 12 
de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria, 
en su aplicación a las entidades locales2.
Por ello están sujetas a control financiero no 
solo las entidades directamente dependientes 
de entidad local, sino también las entidades de-
pendientes de forma indirecta. Por ejemplo (ver 
Figura 1), si una entidad local posee el 52% del 
capital de la sociedad mercantil A, y el 60% del 
capital de la sociedad mercantil B y no posee 
ninguna participación en la sociedad mercantil 
C; pero A posee el 40% del capital de C y B po-
see el 30% de C; estarían sujetas a control finan-
ciero no solo las sociedades A y B (para las que 
la entidad local posee la mayoría del capital), 
sino también la sociedad C, porque aunque la 
entidad local no tiene participación en su capi-
tal sí la controla a través de A y B.

•	 De acuerdo con el art. 3 del RD también es-
tán sujetos a control financiero las entidades 
colaboradoras y los beneficiarios de subven-
ciones y ayudas concedidas por los sujetos que 
integran el sector público local, que se encuen-
tren financiadas con cargo a sus presupuestos 
generales. Por tanto deberán incluirse en el 

ámbito del control financiero las subvenciones 
otorgadas por la entidad local y sus entidades 
dependientes.

•	 Dado que los Ayuntamientos son organizacio-
nes complejas, normalmente no se realizará un 
control financiero sobre la totalidad del Ayun-
tamiento, sino sobre algún área de gestión. Por 
ello habrá que contemplar la organización y es-
tructura del Ayuntamiento. Este escenario tam-
bién puede darse para entidades dependientes 
del Ayuntamiento que sean complejas.

•	 En el mismo sentido han de tenerse en cuenta 
también los servicios prestados de forma indi-
recta (adjudicatarios de servicios, concesiona-
rios, empresas mixtas, etc.).

III. OBTENCIÓN DE INFORMACIÓN

Se deberá obtener información pertinente para la 
evaluación de riesgos.

El análisis de riesgos se efectúa en una fase previa a 
la realización de los controles, cuando no es posible ni 
eficiente obtener un conocimiento amplio y detallado 
sobre cada una de las entidades que pudieran ser objeto 
de revisión.

En consecuencia, deberá utilizarse la información 
disponible y, puntualmente, indagar o solicitar detalles 
adicionales cuando sea necesario3.

Entre las fuentes de información se pueden destacar:
•	 Organización y estructura de la entidad local.
•	 Figura jurídica, naturaleza y actividad de las 

entidades dependientes.
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2Aun cuando la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria está derogada, este Reglamento está vigente en la medida que no se oponga a la Ley 
Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera.
3 Puede interpretarse que es posible aplicar el artículo 30 del RD sobre obtención de información, documentación y asesoramiento técnico en las actuaciones de 
control financiero.



•	 Presupuestos del ejercicio, tanto de la entidad 
local como de las entidades dependientes.

•	 Información periódica remitida a la Interven-
ción General por las entidades dependientes.

•	 Informes emitidos por otras áreas de la enti-
dad local.

•	 Cuentas anuales e informes de auditoría de 
cuentas disponibles.

•	 Resultados de informes de control financiero de 
ejercicios anteriores, así como reparos emitidos.

•	 Informe resumen de los resultados del control 
interno del ejercicio anterior, y el plan de ac-
ción (art. 37 y 38 del RD).

•	 Informes de instituciones de control externo 
(Tribunal de Cuentas, órganos de control ex-
terno autonómicos).

•	 Actas, informes o sanciones recibidos de or-
ganismos reguladores y de la administración 
tributaria estatal y autonómica.

•	 Reclamaciones y quejas de los ciudadanos, li-
citadores, proveedores, contribuyentes, bene-
ficiarios de subvenciones y usuarios.

•	 Estructura de los entornos informáticos utili-
zados.

•	 Etc.
Cabe la posibilidad de requerir información a las en-

tidades sujetas a control financiero mediante encuestas 
o cuestionarios sencillos.

IV. ANÁLISIS DE LA INFORMACIÓN Y EVALUACIÓN 
DE RIESGOS

En base a la información obtenida, deberá determi-
narse, para la entidad local y las entidades dependientes 
y áreas o actividades sujetas a posible control financiero, 
los riesgos, es decir, posibilidades relevantes de que exis-
tan o de que puedan ocurrir:

a) Errores en la información financiera (cuentas 
anuales).

b) Incumplimientos de la normativa aplicable.
c) Ineficiencia e ineficacia en la gestión.
d) Inadecuada protección de los activos.
Al analizar los riesgos detectados debe tenerse en 

consideración su importancia, teniendo en cuenta:
•	 Criterios cuantitativos, es decir, aspectos que 

se pueden expresar mediante magnitudes nu-
méricas (fundamentalmente se considerarán 
magnitudes monetarias, pero también es po-
sible considerar otros parámetros). Por ej. si se 
detecta el riesgo de que se esté realizando la 

contratación de bienes y servicios incumplien-
do la Ley de Contratos del Sector Publico, no 
es lo mismo si el riesgo afecta a una entidad 
con un presupuesto anual de 100.000 euros o a 
una entidad con un presupuesto de 10.000.000 
de euros; o tampoco es lo mismo si se trata de 
una entidad que ha realizado 2 contratos en el 
ejercicio o ha realizado 200).

•	 Criterios cualitativos, por la naturaleza de los 
riesgos y circunstancias de los mismos. Por 
ejemplo, un riesgo de incorrecta justificación 
de los beneficiarios de subvenciones por error 
es diferente de un riesgo de incorrecta justi-
ficación de forma intencionada (fraude), in-
cluso si en este último caso  puede ser poco 
importante cuantitativamente.

Para analizar los riesgos seguiremos fundamental-
mente las siguientes pautas:

1. Escepticismo profesional
Al realizar el análisis de riesgos debe aplicarse el es-

cepticismo profesional.
Las normas de auditoría definen el escepticismo pro-

fesional como la “actitud que incluye una mentalidad 
inquisitiva, una especial atención a las circunstancias 
que puedan ser indicativas de posibles incorrecciones 
debidas a errores o fraudes, y una valoración crítica de 
la evidencia de auditoría”4.

2. Atención al riesgo de fraude
Debe destacarse que las normas de auditoría (IISAIS-

ES) inciden en la especial atención que debe prestarse al 
riesgo de fraude, definiéndose el mismo no en términos 
jurídicos, sino como “un acto intencionado realizado 
por una o más personas de la dirección, los responsables 
del gobierno de la entidad, los empleados o terceros, que 
conlleve la utilización del engaño con el fin de conseguir 
una ventaja injusta o ilegal.”

Asimismo,  se define específicamente para el sector 
público el concepto de abuso como: “Toda conducta defi-
ciente o impropia en comparación con la que una persona 
prudente consideraría razonable y necesaria en la prácti-
ca comercial atendiendo a las circunstancias. El concepto 
también engloba los casos de utilización ilegítima de la 
autoridad o del cargo para favorecer intereses económi-
cos personales o de familiares o socios comerciales. El 
abuso no implica necesariamente la existencia de fraude 
o la infracción de leyes y regulaciones, de estipulaciones 
contractuales o de condiciones de concesión de subven-
ciones, sino que representa una desviación del concepto 
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4 SSAI-ES 1003 Glosario de términos de las Directrices de auditoría financiera. Las ISSAIS-ES son la adaptación, realizada por la Comisión de normas y procedi-
mientos del Tribunal de Cuentas y los Órganos de Control Externo de las Comunidades Autónomas, de las Normas Internacionales de las Entidades Fiscalizadoras 
Superiores (ISSAI), desarrolladas por la Organización Internacional de Entidades Fiscalizadoras Superiores (INTOSAI).



de decoro o reputación que está relacionado con los prin-
cipios generales de la buena gestión financiera del sector 
público y de conducta de los servidores públicos.”

3. Indicios de posibles riesgos
Los indicios de posibles riesgos pueden ser diversos y 

de muy diferente naturaleza. Por ello deberá evaluarse la 
importancia de dichos indicios y si implican la existen-
cia de un riesgo efectivo. 

En las Tablas 1, 2, 3 y 4 se incluyen algunos indicios 
y situaciones de posibles riesgos en entidades locales. 
No es posible enumerar todos los posibles indicios de 
riesgo, y por tanto es una relación meramente orienta-
tiva. Aunque abarcan gran número de situaciones, estos 
factores no dejan de ser ejemplos, por lo que en cada 
caso se podrán identificar otros indicios diferentes.

Asimismo la existencia de dichas circunstancias no 
necesariamente implica que exista un riesgo, se deberá 
valorar, en función de las circunstancias y característi-
cas de las entidades, si son pertinentes y su posible tras-
cendencia a efectos de considerar si efectivamente existe 
un riesgo.

4. Factores mitigantes
Deberán tenerse en cuenta la existencia de factores 

que mitiguen los riesgos detectados. Por ejemplo:
•	 Una entidad que deba realizar importantes 

operaciones en efectivo (indicio de riesgo) pue-
de establecer procedimientos de control sobre 
las mismas (que mitigan el posible riesgo).

•	 Una entidad que realice operaciones comple-
jas (indicio de riesgo) puede requerir la parti-
cipación de expertos (que mitigan el mismo).

•	 Ante la aplicación de nueva normativa (indi-
cio de riesgo) se establece un proceso de análi-
sis para adecuar los procedimientos de gestión 
de la entidad a la misma, y se recibe formación 
especializada sobre las implicaciones del cam-
bio legislativo. etc., lo que disminuye el riesgo.

V. CONCLUSIONES DEL ANÁLISIS DE RIESGOS

¿Cuáles serán nuestras conclusiones del análisis de riesgos?

1. Establecimiento de prioridades
En función de los riesgos detectados se establecerán 

las prioridades de Plan Anual de Control Financiero. Se 
trata de ordenar, en función de su relevancia, los riesgos 
detectados, considerando, tal y como se ha comentado, 
criterios cuantitativos y cualitativos. Se debe evitar, tan-

to repetir controles en entidades o actividades sin ries-
go, como la ausencia reiterada de control.

Para realizar el análisis y establecer las prioridades 
debe aplicarse el juicio profesional, que se puede defi-
nir como la aplicación del conocimiento, formación y 
experiencia en el análisis para la toma de decisiones in-
formadas5.

De acuerdo con dichas prioridades, se determinarán:
1. Las entidades, áreas o actividades sobre las 

que se realizará el control financiero.
2. El tipo de control a realizar.
3. El objetivo y alcance del control.
4. El momento de realización del control.

Debe tenerse en cuenta la obligación de asegurar el 
control efectivo de, al menos, el ochenta por ciento del 
presupuesto general consolidado del ejercicio, y del cien 
por cien de dicho presupuesto en tres ejercicios conse-
cutivos (para lo que se considerará la cobertura que se 
haya realizado en ejercicios anteriores); y la obligación 
de auditar las cuentas (del ejercicio 2019 y siguientes) 
de los organismos autónomos, las entidades públicas 
empresariales, las fundaciones obligadas a auditarse y 
los fondos y consorcios dependientes de la entidad local.

2. Tipo de control
Para determinar el tipo de control a realizar y su al-

cance debe contemplarse que no todos los riesgos afec-
tan por igual a los aspectos mencionado en el artículo 
31.2 del RD. En función de ello podrá determinarse qué 
tipo de control es recomendable efectuar6.

El artículo 32 del RD establece las actuaciones que 
corresponden al control financiero permanente a reali-
zar sobre la entidad local y sus organismos autónomos, 
y el artículo 30 define los tipos de auditoría pública a 
ejercer sobre el resto del sector público local.

Deberá considerarse cómo los diferentes riesgos im-
plican la necesidad de realizar un tipo u otro de control 
y el alcance que debe tener dicho control. En este sen-
tido un mismo riesgo puede implicar la necesidad de 
realizar controles con alcance diferente: 

Por ejemplo, si en una empresa municipal existe un 
riesgo de fraccionamiento de contratos, esté implicará la 
necesidad de realizar una auditoría de cumplimiento so-
bre la contratación pública. Pero si dicho fraccionamiento 
implica fraudes o abusos que puedan dar lugar a contin-
gencias o provisiones que deban reflejarse en sus cuentas 
anuales, también deberá verificarse esta circunstancia.
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5 Adaptación de la definición de juicio profesional en el apartado 25 de la ISSAI-ES 100 “Principios Fundamentales de Fiscalización del Sector Público” y en la ISSAI-
ES 1003 Glosario de términos de las Directrices de auditoría financiera.
6 Teniendo en cuenta que el control permanente y la auditoría pública han de incluir el control de eficacia y el control financiero de subvenciones, y que el Plan Anual 
de Control Financiero también debe contener, cuando se ha producido fiscalización previa limitada, la realización de una plena sobre una muestra, así como las 
auditorías de cuentas obligatorias de las entidades dependientes a partir del ejercicio 2019. E
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3. Recursos para la ejecución del Plan Anual de 
Control Financiero

En función de los controles a realizar establecidos en 
el Plan Anual de Control Financiero deberán asignarse 
los recursos disponibles, determinando los responsa-
bles de cada control, los equipos humanos asignados al 
mismo, el número de horas de trabajo necesarias para 
ejecutarlos y el calendario previsto para la realización.

Ha de tenerse en consideración que la existencia de 
determinados riesgos puede requerir la participación de 
especialistas de la propia entidad local o la necesidad de 
contratar la colaboración de expertos externos a la mis-
ma. El propio RD establece la posibilidad de colabora-
ción de la IGAE y de contratación de auditores externos. 
En este caso, la responsabilidad final seguirá siendo de 
la Intervención General, actuando los auditores como 
colaboradores de la misma, sin que puedan sustituirla 
en sus funciones.

VI. UN EJEMPLO

Veamos un ejemplo: un Ayuntamiento va a elaborar 
el Plan Anual de Control Financiero para el ejercicio 
2018 (1 de julio7 a 31 de diciembre).

Dicho Ayuntamiento dispone de un presupuesto de 
80 millones de euros, y se aplica fiscalización previa ple-
na sobre los gastos, cubriendo con la misma el 80% del 
presupuesto consolidado, sin que en el último año se 
hayan emitido reparos significativos.

El Ayuntamiento tiene una entidad pública dependien-
te (no organismo autónomo y por tanto no dispone de un 
órgano de control interno, ni se realiza fiscalización pre-
via), con presupuesto de 10 millones de euros. Esta entidad 
pública, posee varios inmuebles de oficinas, cuyo uso cede 
de forma gratuita a emprendedores del municipio.

El Ayuntamiento además es el titular del 100% del 
capital de una empresa municipal, cuyos gastos totales 
asciende a 300.000 euros y cuyas cuentas anuales son au-
ditadas por un auditor privado de acuerdo con la Ley de 
Auditoría de Cuentas. El informe de auditoría de cuentas 
del ejercicio 2017 de dicha empresa municipal tiene una 
salvedad por limitación al alcance debido a que no ha 
contabilizado la utilización gratuita de una oficina cedi-
da por la entidad pública dependiente, ya que no dispone 
de ningún documento soporte de la cesión, y tampoco se 
han establecido las condiciones de la misma ni su plazo (a 
pesar de que lleva varios años ocupando la oficina).

El 9 de marzo de 2018 entró en vigor la nueva Ley 
de Contratos del Sector Público, y se ha establecido un 
potente procedimiento de gestión de contratos públicos 
en el Ayuntamiento y en la entidad pública dependiente, 
habiéndose contrastado dicho procedimiento y obteni-

do evidencia de su adecuado funcionamiento. Este pro-
cedimiento no se aplica en la empresa pública.

Los recursos del Ayuntamiento para realizar el Plan 
Anual de Control Financiero del segundo semestre de 
2018 son limitados y solo es posible realizar un control. 
¿Cómo podría decidirse qué tipo de control realizar, so-
bre qué entidad y con que alcance?

Una posible respuesta sería:
•	 Se está controlando mediante fiscalización 

previa el 80% del presupuesto consolidado sin 
que se hayan dado reparos significativos, y la 
empresa municipal es auditada. No parece im-
prescindible en este momento una auditoría 
de cuentas sobre la entidad dependiente.

•	 En el ejercicio 2018 se ha producido un im-
portante cambio legislativo: la entrada en vi-
gor de la nueva ley de contratos, lo cual es un 
indicio de riesgo porque implica la modifica-
ción de los procedimientos de contratación, 
pudiendo incurrirse en errores en el primer 
año de aplicación de la ley. Sin embargo, 
existe una circunstancia que mitiga el riesgo 
de forma significativa para el Ayuntamiento y 
la entidad pública dependiente: la existencia 
de procedimientos contrastados, por lo que 
no parece prioritario realizar un control 
sobre la contratación. Respecto a la empresa 
municipal, dado que los gastos que gestiona 
son un % mínimo del presupuesto consolidado 
municipal, tampoco parece prioritaria una 
auditoría sobre su contratación.

•	 Sin embargo, sí se da una circunstancia que 
puede implicar otro riesgo: la cesión gratuita de 
oficinas a emprendedores por parte de la entidad 
pública dependiente (que debe gestionarse 
como subvención) no ha sido objeto de control 
y existe un indicio de que dicha actuación 
puede no estar realizándose correctamente. 
Como la empresa municipal no dispone de 
documentación adecuada de la cesión de uso 
de su sede, es posible que en la misma situación 
se encuentren los emprendedores.

Por ello, se decide por la Intervención General del 
Ayuntamiento incluir en plan de control financiero 
para el segundo semestre de 2018 una auditoría de 
cumplimiento sobre la cesión gratuita de oficinas por la 
entidad pública dependiente con el objeto de verificar 
que la misma se realiza de acuerdo con la normativa 
aplicable (Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General 
de Subvenciones, Reglamento de la Ley General de 
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7 Fecha de entrada en vigor del RD 424/2017.



Subvenciones y normas internas) y que se dispone de 
documentación adecuada sobre las cesiones realizadas.

VII. CONCLUSIÓN

El análisis y valoración de los riesgos para elaborar 
el Plan Anual de Control Financiero permite enfocar el 
esfuerzo en aquellas entidades y áreas donde la posibili-
dad de: incumplimientos de la normativa aplicable, falta 

de fiabilidad de la información financiera, inadecuada 
protección de los activos o falta de eficacia y eficiencia 
en la gestión, es más elevada.

Por ello, la ejecución de un Plan Anual de Control 
Financiero basado en las premisas establecidas por el 
RD permitirá ejercer la función de control interno en 
el sector público local alcanzando un elevado grado de 
eficacia y eficiencia.

71

Auditoría Pública nº 71 (2018), pp. 65 - 74

E
l a

ná
lis

is
 d

e 
rie

sg
os

 a
l e

la
bo

ra
r 

el
 P

la
n 

A
nu

al
 d

e 
C

on
tr

ol
 F

in
an

ci
er

o 
de

 a
cu

er
do

 c
on

 e
l R

ea
l D

ec
re

to
 4

2
4

/2
0

1
7

 d
e 

2
8

 d
e 

ab
ril

BIBLIOGRAFÍA

Comisión de normas y procedimientos del Tribunal de Cuentas y los Órganos de Control Externo 
de las Comunidades Autónomas. ISSAIS-ES. Adaptación de las Normas Internacionales de las Entida-
des Fiscalizadoras Superiores (ISSAI). ISSAI-ES 1003 “Glosario de términos de las Directrices de audito-
ría financiera” e ISSAI-ES 100 “Principios Fundamentales de Fiscalización del Sector Público”, disponibles 
en las páginas web del Tribunal de Cuentas y de los Órganos de Control Externo autonómicos.

Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas: Normas Internacionales de Auditoría para su aplica-
ción en España, Glosario y Anexos 1 y 3 de la NIA-ES 240 “Responsabilidades del auditor en la auditoría 
de estados financieros con respecto al fraude”, disponible en http://www.icac.meh.es/Normativa/Auditoria/
Auditoria.aspx.

Intervención General de la Administración del Estado (1998): Resolución de 1 de septiembre de 
1998 del Interventor General de la Administración del Estado por la que se ordena la publicación de la Re-
solución que aprueba las Normas de Auditoria del Sector Público, apartados 5.1.8, 5.2.1, 5.3.4 y  5.3.20; 
disponible en http://www.igae.pap.minhafp.gob.es/sitios/igae/es-ES/ClnControlGastoPublico/Paginas/
NormasAuditoriaSectorPublicoYNormasTecnicas.aspx.

Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones: artículos 44 a 51. 

Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público: artículos 111, 120 y 128.

Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria: artículos 140 a 175.

Orden HAP/1489/2013, de 18 de julio, por la que se aprueban las normas para la formulación de 
cuentas anuales consolidadas en el ámbito del sector público: artículo 2 de las Normas.



Real Decreto 1463/2007, de 2 de noviembre, por el que se aprueba el reglamento de desarrollo 
de la Ley 18/2001, de 12 de diciembre, de Estabilidad Presupuestaria, en su aplicación a las en-
tidades locales: artículo 2.

Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el régimen jurídico del control interno 
en las entidades del Sector Público Local.

Real Decreto de 22 de agosto de 1885 por el que se publica el Código de Comercio, artículo 42.

Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, por el que se aprueba el texto refundido de la 
Ley Reguladora de las Haciendas Locales, artículos 213 a 223.

72

Junio nº 71 - 2018
A

U
D

IT
O

R
ÍA

 Y
 G

E
S

T
IÓ

N
 D

E
 L

O
S

 F
O

N
D

O
S

 P
Ú

B
L
IC

O
S

Figura 1

Tabla 1. Indicios de riesgo. ACTIVIDAD Y ESTRUCTURA DE LA ENTIDAD

1. Nuevos programas o entidades. Cambios significativos en la estructura o actividades de una entidad o área. Cambios impor-
tantes en los programas existentes. Cambios políticos.

2. Presión excesiva para cumplir expectativas, objetivos o presupuesto.
3. Operaciones que aparentemente no tienen relación con el objeto social y actividad de la entidad.
4. Ser una entidad de interés público según se define en la Ley de Auditoría de Cuentas.
5. Infradotación de recursos humanos. Falta de personal con la cualificación necesaria, especialmente en áreas clave, y órganos 

de dirección y control. Aparentemente los procesos de selección de personal son inadecuados. Cambios frecuentes en los 
órganos de gestión y dirección. Rotación elevada de personal. Cláusulas de convenios laborales que aparentemente puedan 
ser contrarias a la legalidad. Variaciones significativas en la nómina entre meses sin que parezca existir un motivo para ello. Falta 
de control sobre el incremento de la masa salarial.

6. Externalización de servicios. Entidades dependientes o medios propios que parecen actuar como meros intermediarios y no 
aportar un valor añadido. Participación en la gestión por terceros con intereses diferentes de los de la Administración. Con-
cesiones. Acuerdos de colaboración público privado. Empresas mixtas. Convenios. Falta o inadecuados procedimientos de 
control del cumplimiento de las obligaciones contractuales y de la adecuada prestación del servicio por los terceros implicados.
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Tabla 2. Indicios de riesgo. ASPECTOS FINANCIEROS, CONTABLES Y PRESUPUESTARIOS

Tabla 3. Indicios de riesgo. PROCEDIMIENTOS Y CONTROL

1.    Situación de inestabilidad presupuestaria. Desviaciones significativas en la ejecución del presupuesto. Sistemáticamente se 
sobrevaloran los ingresos presupuestarios. Remanente de tesorería para gastos generales negativo. Indicios de posibles pro-
blemas financieros o de problemas de continuidad de la actividad. Pérdidas reiteradas. Patrimonio negativo. Fondo de maniobra 
negativo. Ahorro neto negativo. Necesidades reiteradas de tesorería. Flujos de efectivo negativos recurrentes.

2.     Prorrogas continuadas del presupuesto. Excesivo número de modificaciones presupuestarias. Importe muy significativo de las 
mismas.

3.     Incumplimiento de planes económicos financieros o de planes de ajuste o planes de saneamiento financiero. Modificaciones 
continuas de los mismos.

4.     Inadecuada gestión de tesorería. Elevado endeudamiento. Realización de operaciones de endeudamiento que aparentemente 
puedan incumplir los límites y procedimientos legalmente establecidos. Operaciones de tesorería que encubren necesidad de 
financiación a largo plazo.

5.     Efectivo importante en caja y realización de pagos y cobros en efectivo importantes o muy numerosos, excepto que esté motivado.
6.    Variaciones sustanciales en el activo, pasivo, patrimonio neto, resultados, liquidación del presupuesto, ratios, provisiones y 

estimaciones contables de un ejercicio a otro, sin motivo conocido.
7.     Operaciones inusuales, complejas, o que conllevan un elevado grado de incertidumbre en su medición. Operaciones muy signifi-

cativas o ajustes realizados cerca del cierre del ejercicio. Número significativo de transacciones no rutinarias o no sistemáticas. 
Transacciones significativas con partes vinculadas.

8.      Salvedades o párrafos de énfasis en los informes de auditoría de cuentas.
9.      Inexistencia o inadecuados criterios para el reconocimiento de derechos. Importantes anulaciones de derechos pendientes de 

cobro. Importantes o numerosas devoluciones por ingresos indebidos.
10.    Elevado importe o antigüedad de partidas pendientes de aplicación. Aparentemente excesivo importe de deudores y acreedo-

res de operaciones no presupuestarias.
11.   Inadecuado o inexistente control de gastos con financiación afectada. Falta o inadecuación de criterios de imputación de sub-

venciones a patrimonio neto y de patrimonio neto a ingresos.
12.   Falta de control de gastos devengados pendientes de imputar al presupuesto. Reconocimiento extrajudicial de créditos.
13.   Inexistencia de un análisis o criterio para dotar el deterioro de los deudores pendientes de cobro. Elevado importe de deudores 

de presupuestos cerrados (deudores antiguos).
14.   Inexistencia o inadecuada contabilidad de costes. Falta de análisis de costes para el establecimiento de tasas y precios públicos.
15.   Operaciones numerosas o significativas o complejas con activos financieros.

1. Aparentemente no hay un compromiso de los órganos de gestión y dirección con el diseño, la implementación y el manteni-
miento de un control interno sólido. Inadecuada segregación de funciones.

2. Reiteradamente se detectan incorrecciones en las cuentas de ejercicios anteriores o existe un importante historial de errores.
3. No se subsanan los reparos o las deficiencias significativas puestas de manifiesto por el órgano de control interno. No se toman 

en consideración las recomendaciones de los órganos de control externo.
4. Externalización de la contabilidad o de la recaudación sin que aparentemente se hayan establecido procedimientos de segui-

miento y control.
5. Sistemas de procesamiento de la información aparentemente inadecuados. Errores reiterados en las aplicaciones informáticas. 

Fragmentación y falta de integración de la infraestructura informática. Incoherencias entre la información procedente de diferen-
tes sistemas (por ej. contabilidad e inventario; contabilidad y gestión de nóminas, etc.). Cambios frecuentes o aparentemente 
no motivados en los sistemas de proceso de información. Controles inadecuados o insuficientes sobre el acceso a los sistemas 
de información, bases de datos y registro de las operaciones. Las aplicaciones no responden a las necesidades específicas 
del sector público local.

6. Inexistencia de instrucciones o procedimientos específicos sobre el cierre de la contabilidad anual.
7. Falta de conciliaciones bancarias y de arqueos de caja. Falta o inadecuado control de los anticipos de caja fija y de los pagos 

a justificar.
8. Aparentemente no existe un sistema adecuado de registro de los activos o dichos registros no están actualizados. Ausencia 

de inventarios. Inventario no actualizado.
9. Indicios de posibles fraudes o abusos. Denuncias judiciales.
10. Formulación o elaboración de las cuentas anuales fuera de los plazos legales.
11. Falta de información a remitir a la Intervención General por las entidades dependientes, o retrasos continuados en su remisión. 

Falta de informes de auditoría de cuentas de entidades dependientes obligadas a auditarse de acuerdo con la Ley de Auditoría 
de Cuentas.

12. Aparentemente los gastos de alta dirección, representación, viajes dietas, son elevados y no se regulan o supervisan adecua-
damente.

13. Nueva normativa significativa a aplicar.
14. Incumplimiento del plazo legal de pago a proveedores. Falta de abono de los intereses de demora en ese caso.
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Tabla 4. Indicios de riesgo. OTRAS ÁREAS ESPECÍFICAS

1.     Bases reguladoras sobre las subvenciones concedidas aparentemente inadecuadas, incompletas o con falta de claridad. Impor-
tantes o numerosas subvenciones concedidas sin los requisitos de publicidad o concurrencia. Inexistencia o inadecuados proce-
dimientos de control sobre la justificación de las subvenciones concedidas. Inexistencia de un Plan estratégico de subvenciones 
o de un seguimiento del mismo. Falta de procedimiento sancionador en el ámbito de las subvenciones.

2.     Para las subvenciones recibidas: solicitudes de reintegro de subvenciones importantes o numerosas.
3.     Operaciones urbanísticas. Modificaciones del planeamiento urbanístico, recalificaciones y reclasificaciones aparentemente no jus-

tificadas. El planeamiento urbanístico no se adecua  a las leyes de suelo estatal y autonómica. Aparentemente la valoración de las 
operaciones urbanísticas y del aprovechamiento municipal del suelo (cuando se monetariza) no está soportado adecuadamente. 
Ingresos urbanísticos no destinados a los fines establecidos legalmente. Informes técnicos insuficientes. Convenios urbanísticos 
no justificados. Permutas. Operaciones inmobiliarias. Falta de estudio de impacto ambiental. Construcciones ilegales. Inventario 
municipal del suelo inexistente o no actualizado. Falta de inspección urbanística.

4.     Inexistencia de instrucciones internas o procedimientos escritos para la contratación de bienes y servicios (en desarrollo y aplica-
ción de la Ley de Contratos del Sector Público); o instrucciones inadecuadas No utilización pliegos de cláusulas administrativas 
estandarizados. Uso aparentemente excesivo del procedimiento negociado, de la tramitación urgente o de contratos menores. 
Indicios de fraccionamiento de contratos. Recepción de numerosos o importantes recursos en materia de contratación. Resolu-
ciones del Tribunal Administrativo Central de Recursos Contractuales o del órgano equivalente en la Comunidad Autónoma con-
trarias a la entidad. Numerosas o importantes modificaciones en los contratos públicos. Contratos complementarios. Procesos 
judicializados.

5.     Falta de análisis sobre adecuación de tipos impositivos a las necesidades de la entidad local. Falta de actualización de padrones, 
censos y listas cobratorias. Falta de actualización de valores catastrales y otros parámetros tributarios. Prescripción de derechos 
pendientes de cobro (tributarios y no tributarios). Procedimientos inadecuados de recaudación en fase ejecutiva. Poca domicilia-
ción de cobros de tributos y precios públicos. Falta o inadecuados procedimientos de inspección tributaria.

6.     Litigios. Gastos en asesoría legal elevados.


